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'aplicarse una nonnativa. el art J4 CE. no exige la identidad de todas
las resoluciones. pues las diferen~ias iniciales pueden ser consecuencia
de un razonable proceso de l\iQste interpretativo.

7. El Ministerio Fiscal interesa la estimación de la demanda de
amparo. Tras reseñar brevemente los antecedentes y recomar la doctrina
de este Tnbunal respecto al derecho a la igual aplicación de la Ley.
destaca. de un lado. la identidad del órgano judicial y de las situaciones
de los litigantes Y. de otro, la diversidad de las soluciones interpretativas
sostenidas por el T.C.T. en relación con la interpretación del concepto
de «pensión pública» para las que no se ofrece motivación suficiente.
En consecuencia, la Sentencia impugnada resulta lesiva del arto 14
C.E. Por 10 demás. el Ministerio Fiscal recuerda que a esta misma
solución llegó en las alegaciones ~pondientesal recurso de amparo
478/89. idéntico a éste.

8. En providencia de 10 de septiembre de 1992. se fijó para deli­
beración y fallo el siguiente día 14.

Estos tres pronunciamientos han excluido. en supuestos sustancial­
mente análogos al Que ahora enjuiciamos. que las divergencias inter­
pretativas entre diversas Sentencias dé la SaJa Cuarta del Tribunal
Central de Trabajo respecto a la consideración del complemento satis­
fecho por ENSIDESA como «pensión pública" constituyan lesión del
derecho a la igual aplicación de la Ley. Para llegar a esta conclusión
han argumentado Que en relación con esa cuestión interpretativa la
solución propugnada por la Sentencia combatida en amparo no implica
«ruptura ocasional y aislada de jurisprudencia mantenida sin contra­
dicción sustancial».

Dado que ef demandante de amparo sólo imputa a la Sentencia
que impugna la lesión del de~ho a la igual aplicación de la Ley
y por las mismas razones que este 'Fribunal ya ha rechazado en las
SSTC 20111991, 20211991 Y 22111991. cabe llegar a la conclusión
de que la Sentencia impugnada no ha lesionado el derecho a la igual
aplicación de la Ley del recurrente. sin Que resulte precisa una argu­
mentación mas detallada. remitiendonos a los fundamentos jurídicos
de esas tres Sentencias constitucionales.

n. Fund.amentos juríd.icos

Unico.-La cuestión que motiva la interposición de la presente
demanda de amparo ha sido ya resuelta por este Tribunal. En efecto.
la diversidad de pronunciamientos de la 8ala Cuarta del desaparecido
TriBunal Central de Trabajo respecto de la interpretación del concepto
de .:pensión pública. y la aplicación de sus efectos juridicos a los
complementos de pensión satisfechos por la Empresa ENSIDESA a
sus trabajadores como consecuencia de la aplicación del Plan de Recon­
versión de la Siderurgia lnte¡raJ ha sido anaJjzadp desde la perspectiva
del derecho a la igua1 aplicación de la Ley, en SSTC 201/1991
y 20211991, de 28 de oclUm ('Boletin Oficial del Estado. de 27
de noviembre). y 221/1991, de 2S de noviembre (<<Boletín Oficial del
Estado!; de 30 de diciembre).

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR

LA AUTORIDAD QUE LE CONFJERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Jose Ibarbufen Gómez.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletin Oficial del "EstadO).

Dada en Madrid. a 14 de septiembre oe 1992.-Miguel Rodrtguez-Pi·
ñero y Bravo-Ferrer.-Femando Garcia-Mon y González-Regueral.-Car­
los de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villa-
1OO.-Finnado y rubricado, .

SENTENCIA

l. Anteee4entes

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

Con fecha del día 18 siguiente. el recurrente formalizó la demanda
tal y como le fue requerido.

2. Los hechos 8 los que trae origen el presente recurso de amparo
son. en síntesis. los si¡uientes:

a) En el procedimiento seguido de acuerdo con la Ley Orgáni­
ca 10/1980. de 11 de noviembre. de enjuiciamiento de delitos dolosos'
menos graves y flagrantes. el Juzgado de Instroeeión núm. 10 de los
de Barcelona. dictó Sentencia de 11 de julio de 1988. por la que
se condenaba al ahora recurrente en amparo y a otro. como autores
de un delito de atentado a agente de la autoridad (arts. 236 y 231.2
del Código Penal) y de una falta de lesiones (art. 582). a las siguientes
penas: Un año de prisión menor por el delito de atentado y diez días
de arresto menor por las lesiones, máS penas accesorias y 15.000 pesetas
de indemnización. El Juez· consideraba probado que. con origen en
una infracción del Código de la Circulación. se produjo una riña entre
el recurrente' y otro acompañante y un agente de la autoridad. al cual
se le causaron lesiones de las que tardó encutar seis días.

b) Contra dicha resoluciónjudicia1. el recurrente en amparo inter·
puso recurso de apelación. Se dice en la demanda que en la .vista
del recurso fue invocada la doctrina constitucional expuesta en la STC
14511988, relativa a la precilada Ley OJ¡¡áníca 10/1980. especialmente
en su arto 2. y a la necesidad de separar las funciones de instrucción
Yenjuiciamiento. La Audiencia Provincial de Barcelona, Sección Quinta,
dictó Sentencia de 10 de fcbrerode 1989. por la que se desestimaba
el recurso y se confumaba la resolución apelada.

A juicio de la Audiencia, no era menester acordar la nulidad de
actuaciones y retrotraer clproccdimiento como se solicitaba. pues todo
ello podia ser subsanado con el propio recurso de apelación ante un
órgano superior. donde se podía. efectuar una nueva valoración de la
prueba con el suficiente alejamiento y objetividad. Es de destacar que
la Sentencia recoge un voto particular de un Magistrado Que considera.
por el contrario. que debió decla.rarSe la nulidad de 10 actuado como
solicitaba la defensa del recurrente.

3. Estima, sustancialmente. el recurrente que las Sentencias impug­
nadas lesionan su derecho fundamental a un juicio público con todas
las garantías (art. 24.2 de la Constitución), entre las Que destaca el
derecho a un Juez imparcial, pues. en la presente causa. un mismo
Juez instruyó y sentenció sobre los hechos. Con carácter subsidiario,
se entiende vulnerada la presunci6n de inocencia (art. 24.2 de la Cons­
titución). ya que no hubo prueba de cargo a lo largo del proceso
que acredite que file el recurrente quien lesionó al agente y no su
acompañante.

4. Por providencia de 22 de mayo de 1989. la Sección Primera
de este Tribunal. acordó la admisión a trámite del presente recurso,
así como, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 de la Ley Orgánica
del Tribunal Constitueional,(en adelante. LOTC). requerir a los órganos

Sala Primera. Sentencia 113/1992, de 14 de septiembre.
Recurso de' -amparo 433/1989. Contra Sentencia de la
Audiencia Provincial de Barcelona, confirmatoria de la dic­
tada por el Juzgado de Instrucción núm. 10 de la misma
ciudad. que conden6 al recUJTente por un delito de atentado
)' una falta de lesión. Derecho a un proceso con todas
Jas garantías: Indebida priwlci6n de una segunda instancia
en el proceso penal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Miguel Rodtiguez·Piñero y Bravo-Ferrer, Presidente; don Fernando Gar·
cía·Mon y Gonzá1ez.Re¡ucra1. don Carlos de la Vega Benayas. don
Vicente Gimeno Senclra y don Pedro Cruz Vl1la1ón. Magistrados. ha
pronunciado

22882

l. Por escrito presentado en el Registro, General de este Tribunal
el 10 de marzo de 1989. don José Millán Valero. Procurador de los
Tribunales y de don Raü.1 Corral Lepe, interpone recurso de amparo
contra la Sentencia de la Sección Quinta de la Audiencia Provincial
de Barcelona, de 10 de febrero de 1989. que confirma la dictada por
el Juzgado de Instnleción mimo 10 de los de Barcelona. en proceso
monitbrioseguido por delito de atentado contra agente de la autoridad
y falta de lesiones. La Sección Primera acordó. en providencia
de 3 de abril de 1989, requerir al recurrente, previamente a pronunciarse
sobre la admisión del recurso. para que formulara la demanda con
los requisitos prevenidos en el arto 49 LOTC en el plazo de -diez días.

En el recurso de amparo núm. 433/89. interpuesto por ·don Raü.l
Corral Lepe. representado por el Procurador de los Tribunales don
José Martín Valero y asistido por el Letrado don Javier Miró Garcia.
contra la Sentencia de <la Sección Quinta de la Audiencia Provincial
de Barcelona. de 10 de febrero de 1989. que confmna la dictada por
.cel Juzgado de InstruCCíón núm. 10 de los de Barcelona. condenatoria
por un delito de atentado y una falta de lesiones. ha comparecido
'el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente el Magistrado don Fernando
.Garcia·Mon y González-Reguera1. quien expresa el :Parecer de la Sala.
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judiciales de procedencia para que remitiesen testimonio del proce­
dimiento monitorio núm. 118/88 y del roDo de apelación DUro. 223/88.
interesando que emplazaran a quienes fueron parte en el mencionado
procedimiento. con excepción del recurrente. para que comparecieran.
si así lo deseaban. en este proceso constitucional.

S. El9 de octubre de 1989. la Sección acord6 tener por recibidas
las actuaciones requeridas de los órganos judiciales. de procedencia,
Y. de acuerdo con el arto 52 de la LOTe, dar vista de las mismas
al Ministerio Fiscal y al solicitante de amparo por uh plazo común
de veinte días. para que alegasen lo que a su derecho mejor conviniera.

6. El Ministerio FiscaL en escrito de alegaciones rei'istrado el 18
de octubre de 1989. interesa de este Tribunal que deniegue el amparo
que se impetra en virtud de las siguientes razones. ~

Respecto del derecho a un proceso publico con todas las garantías.
entre t:Uas. el Juez imparcial (art. 24.2 de la Constitución), debió y
pudo ser invocado formalmente en el juicio oral de apelación antes
de que se dietara Sentencia. pese a la prohibición expresa del art.
2 de la Ley Orgánica 10/1980. que prohibia la recusación del órgano
judicial que iba a dietar Sentenc.ia por razón de haber instruido el
procedimiento. con la fmalidad de que el dcrecho fundamcntal pudiera
ser restaurado por el órgano judicial. y es ésta una causa de desestimación
del recurso por incumplimiento- dc lo dispuesto en el arto 44. 1, c)
de la LOTC. En beneficio de esta tesis. el Ministerio Fiscal cita sendas
providencias de inadmisión de recursos de amparo que -no es ocioso
señalarlo- al no expresar doctrina constitucional no es menester reseñar
aqui. Además. se denuncia la parcialidad· del Juez, pero no concreta
el actor los hechos en que se manifiesta.· especialmente los actos pro­
cesales de tnstnlcción que la acrediten. no bastando con una invocación
genérica de haber cfectuado actos de instrucción y fallo el mismo
Juez, todo ello según se expuso en el ATe 217/1989. y -afmna el
Ministerio Público- «el Tribunal de apelación estudia en su Sentencia
la imputación de parcialidad que· constituye el fundamento de la pre­
tensión de nulidad y lo niega, porque no aparece del examen de las
actuaciones que esta sospecha fuera realidad•.

En lo referido a la presunción constitucional de inocencia (art.
24.2), en vÍltud de la condena por un delito de' atentado sin prueba
alguna de su autoria esta alegación no tiene contenido alguno, porque
consta como actividad probatoria de cargo y suficiente la existencia
de declaraciones de los causados, de los agentes de la autoridad· y
partes facultativos.

7. Por su parte. el recurrente presenta escrito de alegaciones regis­
trado el31 de octubre de 1989, en el cual insiste en las argumentaciones
efectuadas en la demanda y solicita que se otorgue el amparo.

Tras narrar de nuevo los hechos. reseña el contenido de la STC
14511988, en la que se- declaró inconstitucional el art. 2 de la Ley
Orgánica 10/1980, de 11 de noviembre, y aduce que en la vista de
la apelación la defensa arguyó que el Juez insuuctor efectuó la doble
función de instrucción y enjuiciamiento. No ofrece duda alguna la
pr8ctica de esa función ínstnletora «dada su intervención en la práctica
de diversos medios probatorios. asi como el pronunciamiento dc reso­
luciones. que implican valoración de actuaciones•• TodoeUo vUlnera
el derecho a Juez imparcial, que se encuentra incluido en las garantias
que ordena el art. 24.2 de la Constitución.

En lo que a la presunción constitucioÍlaJ. de inocencia atañe (art.
24.2 de la Constitución). a juicio del recurrente, ha resultado lesionada.
puesto que «se apUea la misma condena a quien reconoce y es reconocido
como autor de los golpes al agente de autoridad (el acompai\ante)..•
que a quien ni reconoce ni es reconocido como autor de los mismos
(el recurrente).. '

8. Por providencia de 10 de septiembre de 1992. se señaló el
día 14~ deliberación y votación de la presente Sentencia.

n. Fundamentos jurídicos

1. El demandante de amparo denuncia en sede constitucional una
pretendida doble vulneración de derechos fundamentales: El derecho
a un Juez imparcial en cuanto contenido del derecho a un proceso
con todas las garantías. y la presunción constitucional de inocencia,
ambos recogidos en -el ano 24.2 de la Coilstitución. De acuerdo con
un orden lógico. es conveniente pronunciarse previamente sobre la
segunda de las pretendidas lesiones constitucionales expuestas. pues
en el hipot~tico caso de estimarse la transgresión de la presunción
de inocencia, pudiera no ser posible un nuevo e-njuiciamiento de los
h~hos por los órganos judiciales de procedencia

2. Sin embargo, ha de desecharse claramente la tacha de lesión
de la presunción constitucional de inocencia (art. 24.2 de la Nonna
fundamental), argumentación que carece de una suficiente consistencia
~omo admite el Mini'iterio Público-. puesto que a la luz del material
que l.:onsta en ias actuaciones resulta convenientemente acreditado:
Que en el juicio on1l se produjeron las declaraciones incriminatorias
de los agentes de la policía municipal, ratificando las afmnaciones
vertidas en el atestado policial, asi como también las declaraciones

de los encausados; que existen partes médicos en los cuales constan
las lesiones; que, incluso, el recurrente no niega en el escrlto del recurso
de apelación que hubo insultos y violencia fisica. etc. En suma. no
puede negarse que ambos órganos judiciales enjuiciaron libremente
un material probatorio que se practicó con las garantias constiruci<>­
nalmente exigibles. según se deducen de la presunción de inocencia.
y es este un juicio de estricta legalidad ordinaria, propio de los órganos
de la jurisdicción penal. y que no incumbe al Tribúnal Constitucional
revisar.

3. Esto sentado, no es menester reseñar con detalle. por resultar
ya suficientemente conocida y por no requerirlo las circunstancias del
caso. la linea jurisprudencia) de este Tribunal expuesta en las SSTC
14511988. 16411988. 1111989. 106/1989.9811990. 15111991. enlre
otras. sobre los peñdes del derecho a un Juez imparcial. como garantía­
constitucional en el proceso implicitamente contenida en el arto 24.1
de la Nonna fundamcntallinca mediante la cual se profundiza eo·
el desarrollo de este derecho efectuado por el Tribunal- Europeo de_
Derechos Humanos. entre otros, en los casos De Cubber (26 de octubre
de 1984) y Piersack (1 de octubre de 1982) y en la que sustancialmente
se ha expuesto. que el hecho de haber estado en contacto con las
fuentes de donde procede el material necesario para que se celebre
el juicio, puede hacer nacer en el ánimo del Juez instructor prejuicios
y prevenciones respecto de la culpabilidad·del encartado, quebnindose
la imparcialidad objetiva que intenta asegurar la separación entre la
función instructora y la juzgadora (STC 145/1988. fundamento jurídico
7.°). Por consiguiente, debe bastar Con poner ahora de manifiesto que
cuando este Tribunal ha entendido vulnerado el derecho a un Juez
imparcial en los procesos llmonitorios. dc la Ley Orgánica 10/1980.
de 10 de noviembre, y en virtud de haber realizado el Juez de Instrucción
la doble función de instruir y faUar. todo ello ha conducido normalmente
a una parte dispositiva de la Sentencia de amparo en la que, como
medida para restablecer al recurrente en la integridad del dere<.:ho vul··
nerado,. se ha ordenado retrotraer las actuaciones judiciales al momento
procesal de convocatoria del juicio oral «para su conocimiento y fallo
por Juez distinto dcl instructor de las diligencias preparatorias', (SSTC
11/1989 Y 151/1991).

4. En el caso que- nos ocupa.; resultan acreditados los siguientes
extremos que penniten precisar el verdadero objeto del presente recurso
de. amparo: Que el Juez de Instrucción realizó actos de verdadera ins­
trucción junto a su función de enjuiciamiento. como son la toma de
declaraciones -a los protagonistas de los hechos y !:t apreciación de
un infonne médico sobre las lesiones; que. en contra de 10 que asevera
el Ministerio Fiscal, el recurrente invocó en grado de apelación su
derecho a un Juez imparcial según se desprendia de la doctrina expuesta
en la STC 145/1988, como resulta en buena lógica evidente. pues
la Audiencia ofrece una motivación de rechazo ala solicitud de nulidad
de actuaciones que en aplicación de cuanto antecede se solicitó; que,
sin embargo, la Sala resolvió que era constitucional y procesalmente
adecuado efectuar directamente una nueva valoración del material pro­
batorio en apelación, en vez de· retrotraer el procedimiento al juicio
oral de instancia, posición que. incluso. fUe rechazada por el voto
particular de un Magistrado de la propia Sala, donde además se reconoce
(fundamento jurídico 1.0-) que'e1 recurrente solicitó por este motivo
la nulidad de actuaciones en la vista oral del recurso.

La cuestión a resolver es. por tanto, determinar si la solución procesal
ofrecida en apelación por la Audiencia, para subsanar la transgresión
del derecho a un Juez imparcial acaecida en la instancia resulta cons-­
titueionalmente correcta, por restablecer al recurrente en la efectiva
integridad de su derecho.

5. Así centrada la cucstión. acaso no sea ocioso recordar. en primer
lugar, que disponer lo necesario para cl cumplimicnto de los efectos
de las Sentencias del Tribunal Constitucional, sin perjuicio de las potes-­
tades de ejecución que este Tribunal ostenta, es algo que nonnalmente
correspontle a los poderes públicos vinculados por las mismas Y. en
este caso concreto, relativo a la doctrina constitucional expuesta en
la STC 145/1988. a los Tribunales ordinarios en cada juicio y al legis­
lador procesal ¡:-on carácter generaL Ello no obstante. nada impide.
obviamente. quc pueda entenderse en via de amparo que subsiste la
lesión del derecho fundamental transgredido, si las medidas adoptadas
por los Tribunales ordinarios ycondueentes a restablecer al recurrente
en la integridad de su derecho y a subsanar tal lesión constitucional
se revelan inadecuadas o insuficientes. Desde este punto de vista. es
claro que resulta perfectamente posible para este Tribunal enjuiciar
la adecuaciónconstitueional de la solución procesal seguida por' la
Audiencia

Partiendo de cuanto antecede, podria incluso sostenerse -como
hizo la Audiencia- que la Sentencia de apelación no vulnera direc­
tamentc el derecho a un Juez imparcial del recurrente. pues el Tribunal
superior enjuició nuevamente y libre de contaminación al,:;una un mate­
rial probatorio que fue objeto de instrucción por el Juez int~rior. deslinde
de actividades que podria satisfacer las exigencias de imparcialidad
objetiva y, además. de preservación de su apariencia que se deducen
del arto 54.12 de la L.E.Crim. y de la jurisprudencia del Tribunal Europeo
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de Derechos Humanos y de este Tribunal Constitucional. Ahora bien.
esta actuación de la Audiencia acaba por vulnerar, en todo caso, otra
de las garantías constitucionales en el proceso que el arto 24.2 prescribe
y que encuentra una clara expresión en el art. 14.5 del Pacto ]nter~

nacional de Derechos Civiles y Politicos de Nueva York. es decir.
el derecho no tanto a una doble instancia como a que el fallo con·
denat"lrio y la pena impuesta sean fl:sometidos a un Tribunal superior
conforme a)o prescrito por la Leyll. En efecto. este Tribunal ha sostenido
(SSTC 4211982. fundamento jurídico 3.°; 761J 982. fundamento juridico
5.°, y 3711988. fundamento jurídico 5.°; etc.), que ese mandato de
sumisión del fallo condenatorio y de la pena a un Tribunal superior.
establecido en el arto 24.2 de la Constitución y en el arto 14.5 del
Pacto de Nueva York, no es bastante para crear por sí mismo recursos
inexístentes, pero obliga a interpretar confonne a la Constitución los
recursos previstos por el legislador y, li la par, aetua como un limite
infranqueable de la libertad de configuración normativa del legislador
(con excepciones como puede ser la dispuesta para cuando el interesado
haya sido juzgado en primera instancia por la jurisdicción más alta.
en el arto 2.2 del Protocolo Adicional núm. 7 al ConveniO" Europeo
para la protección de los Derechos Humanos. aún no ratificado por
España, según se señaló en el ATe 450/1989. fundamento jurídi­
co 2.°). Pero en el supuesto que aquí nos ocupa, el arto 11.1 de la
Ley Orgánica 10/1980 establecía con claridad que contra la Sentencia
del Juez instructor procederá el recurso de apelación ante la Audiencia
Provincial. Por consiguiente. una interpretación conforme a la Cons­
titución y favorable al ejercicio del derecho fundamental, Que resultaba
exigible en su día a la Audiencia, neva a concluir que la solución
procesal ofrecida por la Sala aminora, sin duda. las garantías cons­
t,itucionales del recurrente en el proceso y le priva en la realidad de
la posibilidad de que la causa penal sea revisada por un Tribunal superior,
como consecuencia de transformarse el Tribunal que conoce del recurso
en simple órgano juzgador en primera instancia. al no haber existid.o
en modo alguno un juicio valido ante elJuez a quo, independientemente

. de cuál fuera su resultado; situación que. no es ocioso ponerlo de
manifiesto. no puede equipararse a la mera revocación de una Sentencia
absolutoria de un Juez inferior por otra condenatoria dietada por un
Tribunal superior.

Es. por lo demás. doctrina reiterada de este Tribunal desde la STC
28/1981 (fundamento'juridico 3.°) y que resulta complementaria de
cuanto precede, que los derechos fundamentales deben apreciarse en
cada instancia -en el mismo sentido, la STC 48/1986. fundamento

jurídico 1.°_ Y garantizarse no sólo en el juicio de primera instancia
sino también en fase de recurso (SSTC 53/1987. fundamento jurídi­
co 2,°).

6. En definitiva. la Audiencia debió retrotraer lo actuado al momen­
to procesal en que se convocó el juicio oral de instancia, como se
sobcitó oportunamente por el recurrente, en vez de enjuiciar direc·
tamente lo instruido. pues al actuar de esa manera se priva al recurrente
de su derecho fundamental a una segunda instancia en el proceso
penal. garantía constitucional que se deduce del arto 24.2 de la Cons­
titución y del art. 14.5 del Pacto de Nueva York, y que venia prescrita
por el legislador. al desarrollar dicho derecho. en el arto 1L 1 de la
Ley Orgánica 10/1980.

FALLO
En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Constitucional, POR

LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
EsPAÑOLA.

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don RaUl Corral Lepe
Y. en consecuencia:

1.° Reconocer el derecho del recurrente a un proceso con todas
las garantías (art. 24.2 de la Constitución). .

2.° Declarar la nulidad de la Sentencias dietadas por la Sección
Quinta de la Audiencia Provincial de Barcelona, de 10 de febrero
de 1989, en el .milo de apelación núm. 223/88, y por el entonces
Juzgado de Instrocción núm. 10 de la misma ciudad, de 11 de julio
de 1988. en el procedimiento monitorio núm. 118/88.

3.° Retrotraer lo actuado al momento en que debe convocarse
el juicio oral ante el Juez a qua. para su celebración ante el hoy Juzgado
de 10 Penal que corresponda.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada -en Madrid. a catorce de septiembre de mil novecientos noventa
y dos.-Míguel Rodrlguez-Piñero y Bravo-Ferrer.-Fernando García-Mon
y G<mzáIez Regueral.-earlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno
Sendra.-Pedro Cruz Vtllalón.-Firmadoy rubricado.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

La Sala Segunda del Tribunal Constítucional. compuesta por don
Luis López Guerra. Presidente. don Alvaro Rodríguez Bereijo y don
José Gabaldón López. don Julio González Campos y don CarIes Viver
Pi-Sunyer. Magistrados, ha pronunciado

del Letrado don Juan Manuel SaUri Manzano y la Tesoreria General
de la Seguridad Social. representada por la Procuradora doña Alicia
Casado Deleito y asistida de la Letrada doña Ana Maria Bayón Mariné.
Ha sido Ponente el Magistrado don Alvaro Rodríguez Bereijo, quien
expresa el parecer de la sala.

J. Antecedentes

1. Por escritopreseritedo ante este Tribunal el día 15 de julio
de 1989 y registrado con el núm. 1.409/1989, el Procurador de los
Tribunales don Eduardo Morales Price, en nombre y representaci6n
de MAPFRE. Mutua Patronal de Accidentes de Trab-.¡o núm. 61.
interpuso recurso de amparo contra el Auto del J~o de lo Social
número 1 de Alava, de 15 de junio de 1989.

2. La demanda de amparo presentada se basa en los siguientes
antecedentes:

a) La Sentencia de JO de junio de 1988. dietada por la entonces
Magistratura Provincial -de Trabajo núm. I de Alava, declaró a don
Juan Carlos San Miguel R.uiz de Infante afecto de una incapacidad
permanente parcial para la profesión habitual derivada de la contin·
gencia de accidente de trab<ijocon derecho al percibo de una indem­
nización a tanto alzado en cuantia de 2.288.880 pesetas, y condenó
a la ahora recurrente. como subrOgada de las obligaciones de la Empresa
Safen Michelín. al abono de dicha prestación. sin petjuicio de la res·
ponsabilidad subsidiaria del INSS y la TOSS.

b) Contra la misma anunció la interposición del oportuno recurso
de suplicación. efectuando el correspondiente depósito de 2.500 pesetas
y la consignación del impone de la condena. La Sala Tercera del
Tribunal Central de Trabajo, en Sentencia de 23 de febrero de 1989.
desestimó el recurso. confum6 la decisión de instancia y ordenó se
diera a los depósitos constituidos el destino legal.

c) Instada por el beneficiario la ejecución de la Sentencia, el Juz·
gado de lo Social núm. I de Alava por Providencia de 10 de mayo
de 1989 accedió a lo solicitado. requiriendo a MAPFRE para que
abonara al ejecutante la suma de 472.699 pesetas en concepto de
intereses devengádos y no satisfechos desde la fccha de la Sentencia
fume. Recurrida en reposición, el· recurso fue desestimado por auto

Sala Segunda. Sentenfia 114/1992, de 14 de septiembre.
Recursos de amparo 1.409/1989.59811991 y 2.00711991
(acumulados). Contra diversas resoluciones judiciales de
la jurisdicción laboral, en relación con let aplicación del
art. 921 LEC, en procesos de ejecución. Supuesta vulne­
ración del derecho a lo tutela judicial efectiva y al principio
de igualdad: Alegada impf'(x:edencia de la obligación de
abonar intereses de/impone de /0 condena pecuniaria;
término de comparación no Idóneo.

22883

En los recursos de amparo acumulados nÚffis. 1.409/1989, 598/1991
. y 2.007/1991, promovidos por MAPFRE, Mutua Patronal de Acci­

dentes de Trabajo y Enfennedades Profesionales de la Seguridad Social
núm. 61. representada por el Procurador de los Tribunales don Eduardo
Morales Price y asistida del Letrado don Florentino 06mez Campoy.
contra el Auto del Juzgado de 10 Social núm. l de Alava, de 15
de junio de 1989. la Sentencia de la Sala de lo Social del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid, de 17 de enero de 1991, y el Auto
del Juzgado de lo Social núm. 4 de Guipúzcoa, de 20 de julio de
1991, sobre la aplicación del arto 921 de la LEC en procesos de ej~

cuciÓn. Ha comparecido el Ministerio Fiscal; don Juan Carlos San
Miguel Ruiz de Infante. representado por el Procurador don José Manuel
Dorremochea Aramburu y asistido del Letrado don Francjsco Oarai­
coechea Sagasti; don Luis Sebastián Dominguez, representado por la
Procuradora dona Teresa Castro Rodri¡uez y asistido del Letrado don
Javier Hemáez Manrique: el Instituto Nacional de la Seguridad Social.
representado por el Procurador don Carlos Jiménez Padrón y asistido

•


